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Resumen: El texto aborda la prohibición expresa para decretar la suspensión con efectos 
generales en los medios de control de constitucionalidad de normas generales a cargo de los 
órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, conforme a las modificaciones a 
los artículos 105 y 107 de la Constitución mexicana del 15 de septiembre de 2024. ¿Cuál ha 
sido la trayectoria de la figura dentro de la jurisdicción constitucional mexicana? ¿La reforma 
acerca o aleja a la jurisdicción constitucional mexicana de las mejores prácticas en el derecho 
comparado? El objetivo es responder a estos cuestionamientos a través de un análisis de la 
trayectoria histórica de la figura en el derecho constitucional mexicano, con referencia a un 
bench-marking de las mejores prácticas en el derecho comparado.
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Abstract: This paper addresses the modifications to articles 105 and 107 of the Mexican Con-
stitution through the judicial reform of September 15, 2024, regarding the prohibition on the 
jurisdictional bodies of the Poder Judicial de la Federación to decree the suspension with gen-
eral effects in means of constitutional control of general norms. What has been its history in 
Mexican constitutional law? Does the reform bring us closer to or further away from the best 
practices in comparative law? The objective is to respond to these questions by benchmark-
ing the best practices in comparative law as well as to analyze the historical trajectory of the 
figure in Mexican constitutional law.
Keywords: suspension with general effects; norms; acción de inconstitucionalidad; contro-
versia constitucional; amparo against laws; Supreme Court.

Sumario: I. Introducción. II. La suspensión de normas generales con efectos 
generales en el derecho comparado. III. Trayectoria de la suspensión con 
efectos generales en los medios de control de constitucionalidad de normas 
generales en México. IV. Conclusiones y una propuesta de solución para el 

futuro. V. Referencias.

I. Introducción

La reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 15 de septiembre de 2024 establece, entre otras, la prohibición explícita 
al Poder Judicial de la Federación para ordenar la suspensión con efectos 
generales en los procesos de control de constitucionalidad de normas gene-
rales a cargo del Poder Judicial de la Federación. La nueva redacción inclu-
ye a la acción de inconstitucionalidad (AI) y a la controversia constitucional 
(CC), medios de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN), así como al amparo contra leyes (ACL) a cargo de los juzgados 
de distrito, en el recurso de revisión de los tribunales colegiados de circuito 
y, excepcionalmente, vía la facultad de atracción de la SCJN. Esta prohi-
bición se encontraba anteriormente en las leyes reglamentarias que rigen 
los tres medios de control de constitucionalidad. Respecto de la AI y a la CC, 
la prohibición se estableció en la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 
II del Artículo 105 desde su redacción original. Respecto del ACL, su prohi-
bición se incluyó por reforma a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 
107 del año 2024.

La suspensión es una medida cautelar que puede ordenar el órgano ju-
risdiccional, de oficio o a petición de parte, mediante la cual dispone que se 
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mantenga detenida (“en suspenso”) la aplicación de una norma durante 
la sustanciación del juicio, en tanto se resuelve de forma definitiva sobre 
su constitucionalidad o inconstitucionalidad, con la finalidad de salvaguardar 
un bien jurídico o un derecho y prevenir su deterioro durante la instrucción 
del procedimiento. Se le considera con efectos generales cuando esta suspen-
sión se realiza erga omnes (“contra todos”) y no sólo respecto de las partes 
que intervienen en el juicio.

Mediante la adición de un último párrafo al artículo 105 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), se prohíbe el uso 
de esta medida cautelar con efectos generales en las controversias constitu-
cionales y acciones de inconstitucionalidad, al ordenar lo siguiente:

Artículo 105 [...]
Tratándose de controversias constitucionales o de acciones de inconstitucionali-
dad planteadas respecto de normas generales, en ningún caso su admisión dará 
lugar a la suspensión de la norma cuestionada.

En el caso de la AI, la prohibición de ordenar la suspensión como medi-
da cautelar es total, dado que su materia se refiere exclusivamente a normas 
generales; para el caso de la CC, se limita a cuando la litis se establezca sobre 
una norma general, dado que a través de la CC también pueden impugnarse 
actos administrativos, caso en donde sí procede determinar la suspensión. 
Se estableció una prohibición similar en materia de ACL al través de la re-
forma a la fracción X del artículo 107 de la CPEUM. En el caso del ACL, 
se prohíbe otorgar efectos generales a la suspensión de normas generales, 
y deja abierta la posibilidad de que se haga con efectos particulares sobre 
los intervinientes en el juicio. La letra de la reforma señala lo siguiente:

Artículo 107. [...]
[...]
X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y me-
diante las condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órga-
no jurisdiccional de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá 
realizar un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés 
social. Tratándose de juicios de amparo en los que se reclame la inconstitucio-
nalidad de normas generales, en ningún caso la suspensión podrá concederse 
con efectos generales.
[...]
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¿Cuál ha sido la trayectoria de la suspensión con efectos generales 
de normas generales en el país? ¿Los nuevos contenidos acercan o alejan 
a las mejores prácticas internacionales en el derecho comparado? El objetivo 
del artículo es responder a estos cuestionamientos a través de dos estrategias 
metodológicas. En primer lugar, se realiza un benchmarking mediante la ex-
plicación de las mejores prácticas en el derecho comparado respecto del otor-
gamiento de la suspensión con efectos generales. Posteriormente, se analiza 
la trayectoria histórica de la suspensión con efectos generales en los diversos 
medios de control de la constitucionalidad del derecho constitucional mexi-
cano. A cada una de estas temáticas se dedica un apartado del artículo. Final-
mente, se presentan varias conclusiones, las cuales incluyen una propuesta 
de solución del problema para el futuro próximo.

II. La suspensión de normas generales con efectos 
generales en el derecho comparado

Existen dos modelos puros de control de constitucionalidad de leyes: el difu-
so y el concentrado. En los sistemas de control difuso, el poder de los jueces 
en la revisión de la constitucionalidad de las leyes, generalmente otorgado 
a un amplio espectro dentro del Poder Judicial, se expresa en la inaplicación 
de la ley durante los procesos ordinarios. En este tipo de control no existe 
la posibilidad de ordenar la suspensión como medida de protección con efec-
tos generales, ya que aquel no se da a través de un proceso específico, sino 
como una facultad ex officio de los jueces. Las discusiones relevantes se en-
cuentran en los sistemas de control concentrado que se llevan a cabo por un 
tribunal constitucional o una corte suprema que ejerce facultades de con-
trol constitucional de normas. En estos sistemas, los altos tribunales tienen 
la facultad de expulsar una norma del sistema jurídico, a través de declarar-
la inconstitucional mediante un procedimiento propio. Ante esta situación, 
aparece el cuestionamiento sobre si dicha norma puede o no ser suspendida, 
por el peligro que la demora de la resolución del caso acarrea respecto de los 
bienes y derechos constitucionales protegidos (Perrone, 2009).

En los diferentes diseños constitucionales en el mundo donde existe el con-
trol concentrado, se tiene como regla general la negativa de utilizar la suspen-
sión de normas con efectos generales. Esta regla general permite excepciones 
en algunas jurisdicciones con rigurosos requisitos y criterios de procedencia. 
En ningún caso de los observados, la suspensión se dicta de forma ordinaria.
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La presunción de constitucionalidad con la que cuentan las normas emi-
tidas por el propio sistema previsto en la Constitución es la principal ra-
zón por la cual los sistemas de control concentrado restringen la suspensión 
de normas con efectos generales. Dicha presunción de constitucionalidad tie-
ne dos vertientes. Por una parte, el mismo proceso legislativo es considerado 
un medio de control de constitucionalidad, por lo cual los sistemas consti-
tucionales no podrían partir de la presunción de inconstitucionalidad de las 
normas que se generan conforme al propio proceso. Una presunción así obli-
garía, en todo caso, a un control previo ex officio a la entrada en vigor de la 
norma. A su vez, la presunción de constitucionalidad se traduce en términos 
jurisdiccionales en la obligación de los tribunales de ejercer una autorrestric-
ción, con la finalidad de solventar la llamada objeción contramayoritaria.2

Son escasas las jurisdicciones constitucionales que dan espacio de for-
ma excepcional a la suspensión de normas generales con efectos generales. 
En los pocos países donde existe dicha excepción, se da solamente en casos 
de urgente necesidad con la finalidad de prevenir perjuicios graves ponga 
a los derechos humanos ante el riesgo de la entrada en vigor de la norma. 
De las jurisdicciones estudiadas, el Tribunal Constitucional alemán presen-
ta las discusiones más sólidas al respecto. Veamos con mayor detalle cómo 
se ha trabajado el tema de la suspensión de normas con efectos generales 
en algunos de los tribunales constitucionales y cortes supremas con las 
que México tiene un diálogo constante. Entre dichos tribunales se encuen-
tran los de Alemania, Argentina, Brasil, Colombia y España.

1. Argentina

Uno de los casos más restrictivos se da en Argentina, en donde no se admite 
la suspensión con efectos generales en ningún caso. Esta posibilidad fue dis-
cutida en el amparo Thomas, Enrique c/Estado Nacional s/amparo (T. 117. 
XLVI.). La Corte Suprema argentina estableció la imposibilidad de otorgar 
la suspensión con efectos generales fundado la ausencia de facultades para 
otorgarla, así como en la deferencia que existe hacia la competencia funcio-
nal de la división de poderes.3

2   Para una discusión al respecto, véase Bickel (2011).
3   “Que, por otra parte, no es válida la posibilidad de suspender una norma legal con efec-

tos erga omnes [...] En este sentido, el Tribunal ha destacado con señera precisión que la mi-
sión más delicada de la justicia es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, 
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El caso fue planteado por el diputado Enrique Thomas, en contra de la 
constitucionalidad de la Ley 26.522 relativa a irregularidades en el trámite 
parlamentario. Al admitir el recurso, la Cámara de Diputados ordenó la sus-
pensión del proceso como medida cautelar, misma que fue recurrida ante 
la Suprema Corte. El fondo de la litis se dio respecto de

la validez de una medida cautelar que suspende la totalidad de sus efectos 
con fundamento en presuntas irregularidades en el trámite parlamentario, [bajo 
el argumento de la gravedad institucional del caso] en la medida en que tras-
ciende el mero interés de las partes para comprometer el sistema de control 
de constitucionalidad y el principio de división de poderes previsto en la Cons-
titución Nacional.

La Corte Suprema señala que el sistema argentino sigue los principios 
de un control de constitucionalidad difuso, donde “la declaración de incons-
titucionalidad de una ley la puede hacer cualquier juez, pero con efectos 
exclusivamente aplicables al caso”. Establece la imposibilidad de combinar 
este sistema de control difuso con uno de control concentrado, porque “la 
dispersión de una potestad contra legislativa de semejante magnitud es ini-
maginable, dado que abriría el camino hacia la anarquía poniendo en peligro 
la vigencia de todas las leyes”. Para la Corte Suprema argentina, si una sen-
tencia de fondo se limita al caso no puede una medida cautelar tener efectos 
generales; establece que la suspensión de normas generales con efectos gene-
rales no está conferida por la Constitución nacional a ningún juez ni tribunal 
de la Nación. Concluye la Corte Suprema que una medida cautelar de esta 
naturaleza no respeta el criterio de razonabilidad, ya que “tiene una signifi-
cativa incidencia sobre el principio constitucional de división de poderes”.

2. España

La jurisdicción constitucional española contiene una prohibición expresa 
para decretar la suspensión de normas general con efectos generales en el 

sin menoscabar las funciones que incumben a los demás poderes, reconociéndose el cúmulo 
de facultades que constituyen la competencia funcional del Congreso de la Nación, como 
órgano investido del poder de reglamentar los derechos y garantías reconocidos en la Cons-
titución Nacional con el objeto de lograr la coordinación entre el interés privado y el interés 
público” (Corte Suprema Argentina. Thomas, Enrique c/ E.N.A. s/ amparo. T. 117. XLVI).
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artículo 30 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, con referencia 
al artículo 161.2 de la Constitución Española:

La admisión de un recurso o de una cuestión de inconstitucionalidad no sus-
penderá la vigencia ni la aplicación de la Ley, de la disposición normativa o del 
acto con fuerza de Ley, excepto en el caso en que el Gobierno se ampare en lo 
dispuesto por el artículo ciento sesenta y uno, dos, de la Constitución para im-
pugnar, por medio de su Presidente, Leyes, disposiciones normativas o actos 
con fuerza de Ley de las Comunidades Autónomas.

La Constitución Española solamente acepta la suspensión de normas ge-
nerales en el caso de que el Gobierno se ampare en contra de normas con fuer-
za de ley de las comunidades autónomas. De acuerdo con Simón Yarza (2023, 
p. 87), el Tribunal Constitucional español ha sostenido la necesidad de la 
exclusión fundado en dos argumentos: una interpretación fuerte de la pre-
sunción de constitucionalidad de normas con rango de ley, y una interpreta-
ción estricta del artículo 30 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 
La convergencia de ambas le han llevado a sostener que sólo las excep-
ciones explícitamente previstas por la ley pueden ser consideradas. A su 
vez, de acuerdo con el mismo autor, tanto la normativa como los crite-
rios adoptados por el Tribunal Constitucional español resultan demasiado 
restrictivos, por lo que sería importante incorporar la posibilidad de dictar 
la suspensión cautelar de la ley, en particular, en los recursos de inconsti-
tucionalidad para casos excepcionales en donde se ponga en peligro por la 
mora la protección de los derechos.

Recientemente se ha dado un caso en el cual el Tribunal Constitucional 
español admitió la suspensión del trámite parlamentario en el Auto 177/2022 
(Tribunal Constitucional Español, 2022), planteado por el grupo parlamen-
tario del Partido Popular en contra de diversas resoluciones parlamentarias 
del Congreso de los Diputados dentro del proceso de reforma a la Ley Or-
gánica del Poder Judicial y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 
La razón fundamental de la medida cautelar fue la protección del “deber 
de audiencia a todos los sectores implicados cuando la proposición de ley 
se refiera a los aspectos nucleares del estatuto de independencia de un ór-
gano constitucional”. La resolución suscitó críticas tanto de los presiden-
tes de las cámaras legislativas como del presidente del gobierno español. 
La suspensión fue acatada por el Congreso de los Diputados y las propuestas 
controvertidas excluidas del paquete de reformas votadas. El procedimiento 
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principal de amparo dentro del cual se ordenó la suspensión no había sido 
resuelto a la fecha.

Dentro de la resolución, es ilustrativo el párrafo donde señala que “la 
adopción de medidas cautelares solicitadas inaudita parte según el art. 56.6 
LOTC, es manifestación de una facultad excepcional dentro de un supues-
to ya de por sí excepcional, que exige la concurrencia de una urgencia ex-
cepcional”. Para el Tribunal Constitucional español, la concurrencia de la 
irreversibilidad del perjuicio, junto con la urgencia excepcional, justifican 
la adopción de la medida. A su vez, exige “el otorgamiento de la medida 
no causa una perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido, 
ni a los derechos fundamentales o libertades de terceros”.

A pesar de lo relevante del caso, dado que se trata del proceso legisla-
tivo, no puede considerarse que sea la misma situación que la suspensión 
de una norma general sobre una norma ya vigente; debe considerarse enton-
ces que, a pesar de este precedente, se sostiene la negativa a la suspensión 
de normas generales en la jurisdicción constitucional española, con la excep-
ción de lo establecido por el artículo 161.2.

3. Alemania

Alemania es una de las jurisdicciones en donde no existe una prohibición ex-
plícita para otorgar una suspensión con efectos generales. El artículo 32 de 
la Ley del Tribunal Constitucional Federal prevé que “[e]n caso de litigio 
(Streitfall), el Tribunal Constitucional Federal podrá regular provisionalmen-
te una situación mediante una disposición cautelar (einstweilige Anordnung), 
si ello fuere de urgente necesidad para prevenir perjuicios graves, evitar vio-
lencia inminente u otra razón importante relativa al bien común” (Simón, 
2023). Bajo la noción de caso de litigio, se encuentran considerados los di-
ferentes medios de control de constitucionalidad del Tribunal Constitucional 
alemán, así como los tres supuestos de urgente necesidad, evitar violencia 
inminente, o una razón importante relativa al bien común establecen su ca-
rácter de excepcionalidad. De esta manera, buscan evitarse perjuicios graves 
y definitivos o irreversibles.

El dictado de la medida cautelar se da de oficio. En pocas ocasiones, 
el Tribunal Constitucional lo ha considerado necesario. Los supuestos 
más conocidos refieren a la Ley de Reforma del Servicio Militar y Civil. 
En ese caso, se ponderaron los perjuicios relativamente leves que se segui-
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rían si la norma finalmente resultase anulada. El otorgamiento ha seguido 
el principio de subsidiariedad de forma general, mediante el cual una medida 
cautelar sólo se toma si el solicitante ha agotado las posibilidades existente 
para obtener protección jurídica urgente. En el análisis de la medida caute-
lar, el Tribunal evita realizar un examen anticipado del fondo. Sin embargo, 
admite excepcionalmente el examen sumario de las perspectivas de éxito 
del asunto.

El Tribunal no es ajeno a la grave injerencia en el proceso político 
que acarrea la suspensión cautelar de la ley. Sin embargo, la deferencia hacia 
la labor legislativa se limita porque la esfera de discrecionalidad del legis-
lador no puede pesar más que la vinculación del legislador al orden consti-
tucional y, al resultar necesaria la suspensión cautelar para evitar perjuicios 
graves, se le dan los mayores efectos retroactivos posibles a una eventual de-
claración de inconstitucionalidad (Simon, 2023). Entre los requisitos más re-
levantes para el dictado de la medida cautelar de suspensión de la norma 
general, se encuentran “unos parámetros especialmente estrictos”, el empleo 
de la facultad “con la máxima moderación” y el carácter de “indispensable”. 
Debe evitarse que la medida cautelar sirva para compensar la derrota parla-
mentaria o retrasar la eficacia de la ley.

Otro de los casos relevantes se refiere a la reforma en materia de aborto 
de la ley de 27 de julio de 1992. Se dictó un auto provisional en el que se es-
tablecía que “[l]as disposiciones penales con referencia a la Ley de asistencia 
a mujeres embarazadas y a familias, por el momento, no deben entrar en vi-
gor” (Priester, 152). La tarea del Tribunal Constitucional consistió en sopesar 
si el perjuicio resultante de la derogación de la ley hubiera sido más grave 
que el perjuicio causado por la entrada en vigor con meses de retraso. La ins-
tancia consideró que existiría un detrimento si un nuevo concepto de vida 
fuera derogado posteriormente, incluido por un concepto diferente.

Entre otros casos más relevantes en donde se ha dictado la suspensión, 
se encuentra el caso Maut relativo al peaje para camiones en 2003 (BverfGE 
108, 45); el caso sobre el Censo de 1983 (BverfGE 65, 1), así como los ca-
sos sobre financiación de partidos políticos en 2018 y de ayudas energéticas 
y presupuesto federal. Más recientemente, durante la pandemia COVID-19, 
el Tribunal Federal se enfrentó a varios casos de disposiciones locales y regla-
mentarias en las cuales suspendió normas parcialmente. Sin embargo, rechazó 
la suspensión en otro tipo de procedimientos por considerar que prevalecía 
el interés público (1BvR 781/21 y 1BvR 928/21).
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Uno de los casos más recientes corresponde a la suspensión cautelar 
del proceso legislativo para interrumpir la tramitación del proyecto de refor-
ma a la Ley Federal sobre la Energía de los Edificios, planteada por el dipu-
tado Thomas Heilmann. La razón de la interrupción se encuentra en evitar 
una violación irreversible del derecho de participación política del deman-
dante. La resolución señala que “[e]l efecto que tuvo la suspensión fue que 
la ley se discutiera, votara y aprobara en septiembre de 2023, dentro del pe-
riodo ordinario, y no en una sesión especial durante el periodo de vacaciones 
legislativas. Entró en vigor el 1o. de enero de 2024”.

4. Colombia

La Corte Constitucional colombiana ha establecido hipotéticamente cual se-
ría el procedimiento para dictar suspensiones de este tipo, aunque las ha 
negado para los casos en que han sido solicitadas (Corte Constitucional 
de Colombia, s. f.). Dice la Corte Colombiana:

Como regla general, la Corte ha señalado en el pasado que no procede la suspen-
sión de normas, como medida provisional. No obstante, en casos excepcionales, 
frente a una norma abierta o manifiestamente incompatible con la Constitución 
que pueda producir efectos irremediables o que lleve a eludir el control de cons-
titucionalidad, es necesario que la Corte adopte medidas, también excepciona-
les, orientadas a impedir la producción de efectos del acto objeto de control. 
Lo anterior tiene sustento en la necesidad de garantizar la eficacia del principio 
de supremacía constitucional, con lo cual, en virtud de una reinterpretación 
de las facultades de la Corte para cumplir sus funciones de guardiana de la 
supremacía de la Constitución, se ajusta el precedente. En todo caso, en este 
escenario excepcional, con fundamento en los principios de autorrestricción 
judicial, democrático y de Estado Social de Derecho, una medida como la se-
ñalada deberá considerar unos presupuestos mínimos. En consecuencia, para 
decretar una medida de protección y eficacia, como atribución propia, la Sala 
Plena de la Corte Constitucional tendrá en cuenta: (i) el carácter excepcional 
de la medida; (ii) la existencia de una disposición prima facie abierta o mani-
fiestamente inconstitucional que produce efecto irremediable o llevan a eludir 
el control de constitucionalidad; (iii) la necesidad, efectividad y proporciona-
lidad de la medida; y, (iv) la ineficacia de los otros mecanismos de protección 
y efectividad del orden constitucional. La providencia se adoptará por la Sala 
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Plena a solicitud de cualquier magistrado, y en el auto que la decida establecerá 
su alcance y duración.

A la fecha, la Corte Constitucional colombiana no ha ordenado la suspen-
sión como medida cautelar en ningún caso. Existen varias voces que recla-
man la posibilidad de realizarlo como medio de garantía en el caso de peligro 
en la demora; sin embargo, aún se encuentra pendiente.

5. Brasil

Brasil es uno de los países de América Latina que incluye la suspensión 
con efectos generales como una medida cautelar válida en sus procesos 
de revisión constitucional. Es el juez relator en una “acción directa de in-
constitucionalidad” quien puede conceder medidas cautelares para suspender 
la aplicación o eficacia de la ley. La facultad está prevista en la Sección II de 
la Lei No. 9868, del 10 de noviembre de 1999. Entre los requisitos que tie-
ne el juez relator para otorgarla se encuentran: tomar en cuenta la relevancia 
de la materia, y su especial significado para el orden social y la seguridad ju-
rídica. Los efectos de la medida se consideran ex tunc, a menos que el relator 
considere otra cosa. La legislación le da amplio margen al juez relator para 
modular los efectos de la medida cautelar.

En varias ocasiones, se ha dictado la suspensión de las normas generales 
en la acción directa de inconstitucionalidad. Una de ellas fue la ADI 6.347/DF, 
en el cual se suspendió la eficacia del artículo 6o.B de la Ley 13.979/2020, 
relacionado como medidas de la emergencia sanitaria por COVID-19. Otro 
caso que también involucró a la emergencia sanitaria por COVID-19 fue la 
ADI-6351/DF. Un caso más fue la ADI 5.948/DF, mediante el cual el STF 
concedió medida cautelar para suspender la eficacia de la norma.

En conclusión, del benchmarking en el panorama comparado se des-
prende que la suspensión con efectos generales de normas generales no es 
una medida cautelar prevista ordinariamente, sino de procedencia excepcio-
nal. Existe una evidente tensión entre qué resulta más protector, si mantener 
la vigencia de la norma general o su suspensión. Donde es aceptada, cuenta 
con reglas de procedencia estrictas para casos excepcionales, cuando se ponga 
en riesgo la protección de los derechos humanos por el peligro en la demo-
ra, siempre con un deber de cuidado para que la afectación al interés común 
no sea mayor a la protección del derecho que se trata. Es el Tribunal Consti-
tucional alemán el que cuenta con mayor experiencia en el uso de la suspen-
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sión provisional de las normas como parámetro de protección ante el peligro 
en la mora. Ahora bien, no deja de ser llamativa la tendencia reciente a hacer 
un control de la reforma legislativa a través de la suspensión de actos del pro-
ceso legislativo que se han producido por los tribunales constitucionales es-
pañol y alemán. Se trataría de un control previo a la emisión de una norma 
general que tuviera problemas de constitucionalidad no solamente en sus 
contenidos, sino también por la violación al proceso legislativo.

III. Trayectoria de la suspensión con efectos generales en los medios 
de control de constitucionalidad de normas generales en México

México cuenta con un sistema mixto de control de constitucionalidad 
de normas generales, que incorpora medios de control concentrado a cargo 
del Poder Judicial de la Federación, además de un control difuso de normas 
distribuido en todos los tribunales del país. El medio tradicional de protec-
ción constitucional, el amparo, cuenta con una historia propia que lo dis-
tingue de las escuelas puras de control de constitucionalidad concentrado 
y difuso. Cada medio de control de constitucionalidad tiene sus propias re-
glas procesales. Para su mejor comprensión, se describe en cada uno de ellos 
la trayectoria que ha tenido la suspensión, y destacar que los años más re-
cientes son los más relevantes.

Mientras que mediante la AI se resuelven conflictos de constituciona-
lidad de normas de forma abstracta, en la controversia general se resuelve 
sobre violaciones a las competencias constitucionales en normas generales 
y actos administrativos. En ambos medios de control, la legitimación se en-
cuentra limitada a ciertos sujetos públicos. Respecto del ACL, el medio per-
mite hacer un control sobre normas generales con una legitimación amplia. 
El requisito de procedencia del sujeto legitimado es demostrar que la norma 
le genera un agravio y, desde la reforma constitucional de 2011, también 
admite la acreditación de un interés legítimo. En efecto, con esta reforma, 
se incorporó el control de constitucionalidad difuso, que ha generado un rea-
comodo en las funciones y facultades de control de constitucionalidad, al en-
trar en diversas ocasiones en colisión con los medios de control concentrado. 
Hasta el momento, el tema de la suspensión con efectos generales de normas 
generales se ha mantenido fuera del alcance del control de constitucionali-
dad difuso, donde las facultades del órgano jurisdiccional se dirigen hacia 
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la inaplicación de la ley que de forma oficiosa el juzgador encontrase incons-
titucional para el caso en concreto.

1. Controversia constitucional

La CC es un medio de control de constitucionalidad contemplado por la 
Constitución de 1824, y presente tanto en la Constitución de 1857 como 
en la de 1917. Entre 1917 y 1994 fue utilizada escasamente. A partir de la 
reforma de 1994, ha servido como medio de resolución de conflictos entre 
actores políticos relevantes en el nivel subnacional, gracias a que la legi-
timación activa se expandió a los municipios. La CC se encuentra previs-
ta en la fracción I del artículo 105 de la CPEUM, que otorga a la Suprema 
Corte la competencia para resolver los conflictos surgidos de la distribución 
de competencias llevadas a cabo a través del sistema federal o del principio 
de división de poderes (Cossío, 2004, p. 1). De acuerdo con dicha norma, 
las controversias constitucionales pueden presentarse sobre actos administra-
tivos, normas generales y omisiones. Tanto el artículo 105, fracción I, de la 
CPEUM, como la Ley Reglamentaria, establecen reglas procedimentales di-
ferenciadas para cada caso.

En la CC se han establecido límites para asegurarse que se disminuya 
el riesgo de la objeción contramayoritaria, en casos en los que se pudiera 
declarar la invalidez de una norma general. El más evidente sería la necesi-
dad de una super mayoría de seis de nueve votos de los ministros del Pleno 
—antes de la reforma ocho de once votos— para poder decretar la nulidad 
de una norma. Otro sería la prohibición de determinar la suspensión como 
medida cautelar cuando se trata de normas generales. La prohibición para 
determinar la suspensión de normas generales fue introducida en el marco 
legal mexicano a través de la promulgación, en 1995, de la Ley Reglamenta-
ria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El segundo párrafo del artículo 14 establece que 
“[l]a suspensión no podrá otorgarse en aquellos casos en que la controversia 
se hubiere planteado respecto de normas generales”.

Entre 1995 y 2016 existió un entendimiento literal respecto de la pro-
hibición. La SCJN analizó en ese periodo si la prohibición de la suspensión 
se extendía también a los artículos transitorios y a los efectos, y resolvió 
que “las normas no pudieran aplicarse respecto de sujetos y casos por venir 
aun no definidos, lo que afectaría la esencia de lo general, abstracto e imper-
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sonal respecto de la parte actora o las partes en el juicio”. Otro tema resuelto 
fue el relativo a la suspensión de normas generales y actos administrativos 
cuando concurren en el mismo asunto. La Suprema Corte estableció que los 
ministros instructores deben diferenciar los tipos de normas combatidas para 
suspender en el caso de actos administrativos, pero no en normas generales 
(Cossío, 2004, p. 352). Un punto adicional que fue abordado tuvo que ver 
con la prohibición de otorgar la suspensión en actos administrativos que sean 
materialmente legislativos.

Fue hasta hace muy poco tiempo que la Segunda Sala de la SCJN mo-
dificó sus criterios para otorgar la suspensión con efectos generales en un 
par de casos. En la CC 62/2016, dicha Sala lo ordenaría por primera vez. 
La CC fue iniciada por los titulares del Tribunal Superior de Justicia y del 
Consejo de la Judicatura, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y del Tribunal Electoral de Ciudad de México en contra de la Ley de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México. En un principio, el ministro instructor determinó negar 
la suspensión solicitada bajo el fundamento de la prohibición que establece 
el artículo 14, en su párrafo segundo. Los promoventes recurrieron el acuer-
do. La Segunda Sala revocó la decisión original para otorgar la suspensión:

[...] la observancia de tal disposición (artículo 14 segundo párrafo) no debe 
ser irrestricta o indiscriminada, pues en casos como el que ahora se analiza, 
donde resulta latente que de aplicarse la norma secundaria, se podría vulnerar 
el derecho humano de protección de los datos personales al exigir a los sujetos 
obligados que publiquen en los sistemas habilitados para ello las declaraciones 
patrimoniales, de intereses y fiscales, sin otorgarles la oportunidad de decidir 
si ese es su deseo, conforme lo dispone la Constitución Federal.
Por tanto, se estima que la interpretación más favorable que debe darse al últi-
mo párrafo del artículo 14 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con-
forme al texto de la propia norma fundamental, lleva a sostener como excep-
ción que en aquellos casos en que la controversia se hubiere planteado respecto 
de normas generales que impliquen o puedan implicar la transgresión de algún 
derecho humano, sí es factible conceder la suspensión, más en casos en que 
de obligarse a cumplir el mandato de ley, el propio juicio quede sin materia 
por ser, precisamente, ese el tema a decidir en el fondo, de manera tal que, de di-
vulgarse la información, ningún sentido tendría ya obtener un fallo favorable 
pues la violación alegada se habría consumado.
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Dado que, como ya se explicó, de no concederse la medida cautelar en los 
términos y para los efectos acabados de precisar, indiscutiblemente se causa-
rían daños irreversibles a los destinatarios de la norma, porque de publicarse 
en los sistemas habilitados para ello, sus declaraciones patrimoniales, de inte-
reses y fiscales, aún en el supuesto de la invalidez de la fracción XIII del artí-
culo 121 de la ley que se demanda, sería imposible volver las cosas al estado 
que guardaban antes de la difusión de la declaración que contiene sus datos 
personales.
Es decir, de no conceder la medida precautoria que se solicita, se les estaría 
obligando a cumplir con lo dispuesto en la porción normativa cuya invalidez 
se reclama, permitiendo con ello que sus efectos se consumen irreparablemente 
en perjuicio de los sujetos obligados que ahí se refieren; lo cual resulta contrario 
a la naturaleza jurídica de la medida precautoria de que se trata.
No pasa inadvertido para esta Segunda Sala el hecho de que quienes acuden 
a promover la controversia constitucional son los Presidentes del Tribunal Su-
perior de Justicia y del Consejo de la Judicatura Federal, del Tribunal de lo Con-
tencioso Administrativo y del Tribunal Electoral, todos de la Ciudad de México; 
sin embargo, debe ponderarse que los organismos que dirigen se encuentran 
integrados por personas físicas, de ahí que se entienda que comparecen en de-
fensa de los obligados por la norma, quienes además son los que resienten di-
rectamente la afectación del derecho a la protección de los datos personales, 
previsto en el artículo 16, párrafo segundo, de la Constitución Federal. (Recurso 
de reclamación 32/2016-CA)

La votación con la que se resolvió este asunto fue dividida, y quedó 
en una ajustada mayoría de los ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), 
Eduardo Medina Mora y Margarita Luna Ramos, con el voto en contra de los 
ministros Fernando Franco y Javier Laynez.

Una vez más se concedería la suspensión en las controversias cons-
titucionales en contra del llamado Plan B electoral en la CC 261/2023. 
Su otorgamiento, en el caso de la Controversia Constitucional 261/2023, 
fue recibido como una afrenta por la administración federal, debido a que 
se trató de uno de los temas centrales de la agenda legislativa promovida 
por el presidente López Obrador. El ministro instructor Javier Laynez argu-
mentó su decisión al sostener que

[p]or una parte, el sistema democrático nacional tiene como garantía orgánica 
la adecuada capacidad operativa del Instituto Nacional Electoral. Como ya se 
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dijo, el decreto reclamado produce una modificación sustancial en la organiza-
ción, funcionamiento y estructura del propio órgano, al grado que es previsible 
que se pueda comprometer su regular funcionamiento en los términos en los 
que venía operando.
En consecuencia, para evitar la posible disminución de la capacidad operati-
va del órgano y con ello salvaguardar el sistema democrático nacional, se im-
pone el otorgamiento de la medida cautelar frente a la totalidad del decreto 
impugnado.
De este modo, se precisa que la suspensión se concede para el efecto de que 
no se aplique artículo alguno del decreto impugnado que incida en la modifica-
ción de la estructura, funcionamiento y capacidad operativa del Instituto hasta 
en tanto se resuelva la presente controversia constitucional, lo que desde luego 
abarca todas y cada una de las disposiciones del instrumento que han sido com-
batidas por el Instituto Nacional Electoral a través del presente medio de im-
pugnación. [...]
Lo anterior se determina en la inteligencia de que, para la operación, funciona-
miento, integración y actividad presupuestaria del Instituto, se deberán observar 
las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor del decreto impugna-
do, pues, de otra manera, no podría operar con regularidad y cumplir la finali-
dad y funciones constitucionales que le corresponden. (Recurso de reclamación 
122/2023-CA)

Posterior a este asunto, se ha solicitado la suspensión contra normas ge-
nerales en otras controversias constitucionales sin que se tenga conocimiento 
de que se otorga. Por ejemplo, al negarla en el Incidente de Suspensión de la 
Controversia Constitucional 159/2023, se señaló que “la excepción no se ac-
tualiza ya que no se demuestra de manera alguna la posible transgresión di-
recta a derechos humanos, y por mayoría de razón que esto resulte de modo 
irreparable”.

Después de que, por largo tiempo, existiera el acuerdo de la imposibili-
dad de suspender normas generales como medida cautelar en la CC, en los 
años más recientes fue utilizada en casos que pusieron a la Suprema Corte 
en tensión con la agenda legislativa de la administración pública federal. 
A pesar de coincidir en la necesidad de que exista la posibilidad excepcio-
nal de dictar la suspensión de normas generales, dictada para la protección 
de los derechos humanos, me parece que el contexto, materialidad y argu-
mentación en los casos en los que la Corte los ha ordenado son deficientes. 
Quedan las dudas de por qué en los casos narrados sí se acreditó la excep-
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cionalidad de la procedencia de la medida cautelar, mientras que en decenas 
de controversias constitucionales que se promovieron ante la Suprema Corte, 
no fue así. Sin contar con criterios claros para determinar esa excepcionali-
dad, y contrario a la trayectoria interpretativa de la SCJN, existe la posibili-
dad de que no fuera el parámetro de control de regularidad sino una cuestión 
más subjetiva, lo que hiciera que se tomara la decisión del cambio de criterio. 

2. Acción de inconstitucionalidad

La AI se incorporó al derecho mexicano a partir de la reforma constitucional 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 31 de diciembre de 1994. 
El artículo 105 constitucional, fracción II, se ha reformado en diversas oca-
siones, fundamentalmente para actualizar el catálogo de los sujetos públicos 
legitimados. La modificación constitucional del 20 de diciembre de 2024 
fue ideada como un medio de protección a la mano de las minorías legislati-
vas ante los tribunales constitucionales en los sistemas constitucionales eu-
ropeos de la posguerra y, posteriormente, difundida a diversas jurisdicciones 
constitucionales en el mundo. La legitimación activa se encuentra limitada 
a ciertos sujetos del derecho público. Se le considera un medio de control 
abstracto en virtud de que su procedimiento no se basa en la discusión de he-
chos y pruebas, sino sobre la generalidad de la norma. No se trata de un 
proceso adversarial como tal, donde el juicio se desahoga mediante partes 
y procesos probatorios. La teoría establece que al resolver una AI el tribunal 
actúa como una tercera cámara o un legislador negativo.4

Entender la naturaleza procesal abstracta de la AI fue complicado para 
la Suprema Corte. Al redactarse la primera ley adjetiva, se hizo de forma 
conjunta con las controversias constitucionales, y se estableció que las re-
glas que rigen a las controversias constitucionales son supletorias del proce-
so de AI. La naturaleza abstracta del proceso le permite a la Suprema Corte 
tener una función activa dentro de la resolución de las acciones, alejarse 
de los planteamientos de inconstitucionalidad de los sujetos legitimados para 
promoverla y contar con las facultades más amplias para integrar procesos 
abiertos para mejor proveer.

Su labor como “legislador negativo” le obliga a que sus resoluciones 
sean tomadas con la mayor precaución posible. En caso de decretar la inva-

4   Para una discusión respecto del origen y características de la figura en sus inicios, véase 
Brage (2000).
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lidez total o parcial de una norma, se enfrenta a lo que se ha llamado la ob-
jeción contramayoritaria, es decir, la posibilidad de que una decisión suya 
anule una norma general aprobada democráticamente.5 De ahí que, al igual 
que con la CC, existan diversos controles para reducir el impacto de una 
decisión contramayoritaria. Entre los más relevantes se encuentra la regla 
de supermayorías, mediante la cual la decisión de decretar la invalidez total 
o parcial de una norma general deba tomarse por el voto de seis de los nueve 
ministros en el Pleno (ocho de once, antes de la reforma). Otro ejemplo se-
ría la regla de que la decisión no puede producir efectos retroactivos, salvo 
en la materia penal cuando sea en beneficio de la persona. De forma similar, 
se encuentra la prohibición de otorgar la suspensión como medida cautelar 
durante la sustanciación del procedimiento.

En la trayectoria de la AI como medio de control de la constitucionalidad 
abstracto en México, se ha discutido en diversos momentos la posibilidad 
de incluir la suspensión de normas generales como medida cautelar. La re-
dacción constitucional original de 1994 no la planteó a nivel constitucional, 
a diferencia de la regla de la supermayoría y de la prohibición de efectos 
retroactivos que sí quedaron en el texto constitucional. Dicha prohibición 
apareció con la promulgación de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 
II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de mayo de 1995, 
en la cual se señaló, en el último párrafo del artículo 64, que “la admisión 
de una acción de inconstitucionalidad no dará lugar a la suspensión de la nor-
ma cuestionada”. Esta redacción se mantuvo sin cambio alguno.

Dentro de los estudios académicos, la prohibición absoluta de la suspen-
sión resultaba inadecuada. Por ejemplo, Héctor Fix-Fierro (1996) decía que

[...] un problema que plantea la Ley reglamentaria es que no acepta la suspen-
sión de la norma impugnada mientras la Corte pronuncia su resolución defini-
tiva. Pensamos que la Ley debió haber previsto dicha suspensión, permitiendo 
a la Corte apreciar la existencia de razones de interés público que pudieran exis-
tir para concederla, sobre todo tomando en cuenta que la norma constitucional 
prohíbe la declaración de inconstitucionalidad con efectos retroactivos, salvo 
en materia penal. Se tendría así, además, un fuerte incentivo para pronunciar 
una rápida resolución.

5   Para una discusión sobre la objeción contramayoritaria, véase Bickel (1986). 
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Sobre esta discusión, Joaquín Brage (2000, p. 216) compartía la idea 
de que incluir la figura de la suspensión en la AI sería positivo, aunque con-
sideraba que la regla de irretroactividad de las sentencias en la AI sería un lí-
mite para que la figura de la suspensión funcionara adecuadamente. Sería 
incongruente mantener una suspensión como medida cautelar si al final, 
la sentencia solo tuviera efectos ex post.6

Pese a voces como la de Fix-Fierro y Brage, la imposibilidad de decre-
tar la suspensión en la AI fue sostenida en la legislación y respetada por los 
criterios de la Suprema Corte hasta años muy recientes, sin que el tema ame-
ritara una verdadera discusión al interior de la Suprema Corte durante el pe-
riodo de 1994 a 2018.7

A partir de 2018 se da un cambió de comportamiento en la materia den-
tro de la Segunda Sala de la Suprema Corte, al decretarse la suspensión 
en los casos conocidos como “Ley de Remuneraciones de los Servidores 
Públicos” y “Plan B en materia electoral”. En las AI 105/2018 y AI 108/2018 
se concedió la suspensión solicitada por una minoría del Senado y la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de la Ley Federal 
de Remuneraciones de los Servidores Públicos, publicada el 5 de noviembre 
de 2018, y aprobada por la legislatura integrada mayoritariamente por MO-
RENA y sus partidos aliados. El ministro instructor, Alberto Pérez Dayán 
ordenó que se formara un incidente de suspensión para proveer sobre la sus-
pensión. La instrucción es responsabilidad del ministro ponente, por lo cual 

6   Dice Brage (2000, p. 216): “Ocurre, sin embargo, que una facultad de este tipo [suspen-
sión con efectos generales] no tiene, justamente a nuestro juicio, fácil encaje en un sistema sin 
eficacia retroactiva de las declaraciones de inconstitucionalidad, pues su finalidad, más bien, 
sería la de asegurar la eficacia de una futura sentencia constitucional que, al pretender desple-
gar sus efectos para el pasado, se encuentre con que se han producido graves daños que no 
pueden ser reparados, al menos no directamente (aunque sí lo sean por medio de indemniza-
ciones, por ejemplo) y la retroactividad se encuentra con hechos consumados que no admiten 
la vuelta al statu quo ante. En un sistema que no parte del principio de la retroactividad de las 
sentencias estimatorias de la inconstitucionalidad, una facultad de esta naturaleza más bien 
habría de concebirse como una excepción, para casos particularmente graves, al principio 
general de irretroactividad de las sentencias y habría de combinarse, en todo caso, con una 
facultad (también excepcional, si se quiere) de la Suprema Corte de dotar a sus sentencias de 
fuerza retroactiva en ciertos casos”.

7   Dice Soberanes Díez (202, p. 409): “[e]ste mutis terminó cuando un grupo de senadores 
ejerció una acción de inconstitucionalidad en contra de la Ley de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos, en diciembre de 2018, y solicitó la suspensión. El silencio se volvió ruido 
cuando el ministro instructor accedió a su petición y la segunda sala lo confirmó”.
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la decisión de iniciar el incidente y otorgar la suspensión recayó únicamente 
en el ministro instructor.

En su argumentación, el ministro Pérez Dayán alegó que la restricción 
del último párrafo del artículo 64 no puede ser observada de forma “irres-
tricta o discriminada”, ya que, de hacerse de esa forma, “se podría vulnerar 
de manera irreparable derechos fundamentales”. A partir de la argumenta-
ción desde las obligaciones que impone el artículo 1o. de la Constitución 
en materia de protección a los derechos humanos”, señalaba que, la interpre-
tación que debe darse a la prohibición del artículo 64 debe tener como excep-
ción aquellos casos donde la controversia se hubiere planteado sobre normas 
generales que pudieran resultar en una “transgresión irreversible de un dere-
cho humano”. Por lo anterior, el ministro Pérez Dayán consideró que, para 
el caso en particular:

[...] con el fin de preservar la materia del juicio y evitar un daño irreparable, 
conceder la suspensión solicitada para el efecto de que las remuneraciones 
que perciban los servidores públicos de los Poderes de la Unión y de todos 
los demás entes públicos para el ejercicio de 2019, no sean fijados en términos 
de la Ley reclamada, hasta en tanto se resuelva el fondo de la controversia, sino 
exclusivamente por lo dispuesto en los artículos 75, 94 y 127 de la Constitución 
Federal.8

A pesar de coincidir con el planteamiento inicial del ponente, en el sen-
tido de que la regla de la prohibición general debe estar acotada por la po-
sibilidad de la excepcionalidad por el peligro que plantea a la protección 

8   “Por tanto, se estima que la interpretación constitucionalmente válida que debe darse al 
último párrafo del artículo 64 de la Ley de la materia, lleva a sostener, como excepción, que 
en aquellos casos en que la controversia se hubiere planteado respecto de normas generales 
que impliquen o puedan implicar la transgresión irreversible de algún derecho humano, si es 
factible conceder la suspensión, más en casos en que de obligarse a cumplir el mandato de 
ley, el daño se vuelva irreparable o el propio juicio quede sin materia por ser, precisamente, 
ese el tema a decidir en el fondo, de manera tal que, de continuarse con su aplicación, ningún 
sentido tendría ya obtener un fallo favorable, pues la violación alegada se habría consumado. 
En otras palabras, con fundamento en el ya referido artículo 1 de la Constitución Federal, 
es factible, cuando se controviertan normas generales que impliquen o que puedan implicar 
la transgresión de derechos fundamentales la suspensión solicitada, porque de acuerdo con 
los criterios de este Alto Tribunal, la medida no solo es cautelar, sino también tutelar para 
prevenir el daño trascendente que se pueda ocasionar no solo a las partes, sino a la sociedad 
en general” (Incidente de suspensión de la acción de inconstitucionalidad 105/2018 y su acu-
mulada 108/2018, pp. 4-5).
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de los derechos humanos, el cambio de criterio no es sólido en su argumen-
tación. El ministro no realizó un estudio profundo —acaso la apariencia del 
buen derecho— para justificar por qué en el caso concreto nos encontramos 
en la excepcionalidad de la norma; no queda claro cuál es el riesgo para 
la protección de los derechos humanos con su entrada en vigor, ni tampo-
co una valoración adecuada de la afectación al interés público.9 Frente a la 
multiplicidad de casos para la protección de los derechos humanos que se 
presentan bajo los procesos de AI, no es evidente porque este tiene mayor 
relevancia que otros procedimientos. Además de lo anterior, el hecho de que, 
al Poder Judicial de la Federación le aplicara la norma en disputa, hace pen-
sar que no era el caso más adecuado para un cambio de criterio de esas di-
mensiones.10 El asunto se llevó a un Recurso de Reclamación 91/2018-CA, 
en el cual se determinó confirmar la suspensión, al considerarse que

de no concederse la medida precautoria se les estaría entregando a los servido-
res públicos un salario menor al que les corresponde de acuerdo con las funcio-
nes que realizan y la responsabilidad que conlleva el prestar el servicio público 
correspondiente con la calidad e independencia necesarias, permitiendo con ello 
que sus efectos se consumen irreparablemente en perjuicio de los sujetos obli-
gados que ahí se refieren, lo cual resultaría contrario a la naturaleza jurídica 
de la medida precautoria que se trata. (Recurso de reclamación 91/2018-CA)

La deficiencia en la argumentación del incidente permanece en el recur-
so de reclamación. Además, la votación del recurso resuelto por la Segunda 
Sala fue desaseada. Ante la ausencia de la ministra Margarita Luna Ramos, 
se integró temporalmente a la Sala al ministro Luis María Aguilar, integrante 

9   De acuerdo con Vázquez Acuña (2025, p. 1): sólo se otorgará la suspensión de normas 
generales cuando provoquen vulneración irreversible a derechos humanos, esto es, cuando se 
cristalice la apariencia del buen derecho. Para ello, la Corte debe explicar las circunstancias 
del caso práctico, que permitan concluir que se da dicha afectación. Desafortunadamente, en 
muchas ocasiones no lo ha hecho. Por ejemplo, no explica las razones que permitan afirmar 
que tener una percepción de ciento doce mil pesos mensuales —como la del presidente de la 
República— vulnera el derecho humano de obtener una remuneración digna.

10   Al respecto, señala Soberanes Díez (2020, p. 410): “[u]n último comentario sobre los 
casos en análisis que no puede soslayarse: la concesión de la suspensión y su posterior con-
firmación surgen en un caso en el que la imparcialidad de los ministros estaba cuestionada. 
Los efectos de la aplicación de la ley reclamada impactaban directamente sobre ellos, pues 
implicaban la disminución de su remuneración. Desde el punto de vista político, no era el 
mejor asunto para hacer esta innovación garantista”.
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de la Primera Sala, quien emitiría el voto decisivo para conformar una mayo-
ría junto con los ministros Pérez Dayán y Medina Mora. En contra votaron 
los ministros Fernando Franco y Javier Laynez.11

Unos años después, al resolver el Recurso de Reclamación 97/2019-
CA, derivado de la Acción de Inconstitucionalidad 52/2019 y su acumulada, 
la SCJN modificó su criterio para regresar a una interpretación más estric-
ta del sentido de la prohibición del artículo 64 de la Ley Reglamentaria, 
donde reiteró la improcedencia de la suspensión. En este caso, la Segun-
da Sala señaló que: “[...] la lógica y política instaurada en nuestro modelo 
constitucional es que se estimen o presupongan válidas las normas gene-
rales”. De acuerdo con esta interpretación existe una imposibilidad de que 
los medios de control en estudio (Acción de Inconstitucionalidad) se suspen-
da la aplicación de las normas como medida precautoria. Su interpretación 
surge de que

al seguir la línea constitucional de respetar el equilibrio de poderes previsto 
en nuestro texto supremo a fin de respetar la presunción de validez de leyes. 
Esto quiere decir que la prohibición de suspender de manera general las nor-
mas que se impugnen busca evitar que éstas pierdan su atributo de obligatorie-
dad, hasta en tanto el tribunal constitucional las analice y, en su caso, resuelva 
que son inválidas, por lo que considerar lo contrario se llegaría a la ineludible 
conclusión de que la Corte estaría facultada para suspender cualquier norma ge-
neral que se impugne en una acción de inconstitucionalidad, con efectos igual-
mente generales, y en todos los casos que se nos solicite, lo cual no es así, dado 
que En la ley no se establece de manera expresa tal atribución, ni que la grave-
dad o no en la vulneración de algún derecho humano sea un elemento que pueda 
incidir en esa determinación, en el entendido de que en nuestro ordenamiento 
existen medios de defensa con los cual se puede lograr ese objetivo, como es el 
juicio de amparo. (Recurso de Reclamación 97/2019-CA)

El asunto se resolvió con el voto de mayoría de los ministros Franco 
(ponente), Medina Mora, Esquivel y Laynez. En contra, únicamente votó 
el ministro Alberto Pérez Dayán, quien, al fungir como ministro instructor 
en casos anteriores, había postulado la teoría de la procedencia de la excep-
ción en la suspensión de normas generales en AI.

11   En el mismo sentido y con votación idéntica fueron resueltos los recursos de reclama-
ción 92/2018-CA y 95/2018-CA.
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La discusión se detuvo por algún tiempo, aunque continuaron llegan-
do solicitudes de suspensión acompañando las acciones promovidas. En la 
AI 86/2022, integrantes de la legislatura del Congreso de Chihuahua solici-
taron la suspensión de diversos artículos de la Constitución Política de la en-
tidad. El ministro instructor Gutiérrez Ortiz-Mena negó la solicitud en virtud 
de tres argumentos. Primero, en función de la prohibición expresa del artícu-
lo 64, último párrafo, de la Ley Reglamentaria, y segundo, en función de que 
no se encuentran en el escenario de la excepción a dicha prohibición legal, 
al no advertir un riesgo particularizado a un grupo de personas ni un daño 
irreparable. La resolución del Recurso de Reclamación 97/2019-CA también 
sirvió como fundamento para negar las solicitudes.

En el año 2023 se daría un nuevo caso en el que se otorgó la suspensión 
por parte del ministro instructor Pérez Dayán en las Acciones de Inconstitu-
cionalidad 29/2023 y sus acumuladas 30/2023, 31/2023, 37/2023, 38/2023, 
43/2023 y 47/2023. El caso es conocido también como el “Plan B en materia 
electoral”. Las acciones fueron promovidas tanto por minorías legislativas 
en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión como por partidos políti-
cos locales. En esta ocasión, el ministro Pérez Dayán reiteró los argumen-
tos que había sostenido previamente en el caso de Ley de Remuneraciones 
y consideró que

[...] la interpretación constitucionalmente válida que debe darse al último pá-
rrafo del artículo 64 de la Ley de la materia, lleva a sostener, como excep-
ción, que en aquellos casos en que la controversia se hubiere planteado respecto 
de normas generales que impliquen o puedan implicar la transgresión irrever-
sible de algún derecho humano, si es factible conceder la suspensión, más en 
casos en que de obligarse a cumplir el mandato de ley, el daño se vuelve irre-
parable o el propio juicio quede sin materia por ser, precisamente, ese el tema 
a decidir en el fondo, de manera tal que, de continuarse con su aplicación, nin-
gún sentido tendría ya obtener un fallo favorable, pues la violación alegada 
se habría consumado.

En este caso, la suspensión se otorgó para que el decreto combatido 
no rija en los procesos electorales en desarrollo (Estado de México y Coahui-
la); de lo contrario, podrían causarse afectaciones irreparables al sistema de-
mocrático y a los derechos fundamentales implicados en éste. A diferencia 
de la ocasión anterior, existen mayores argumentos para otorgar la suspen-
sión al tratarse de modificaciones que se dan dentro de los noventa días pre-
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vios a la celebración de la jornada electoral en los estados de referencia, 
de acuerdo con la CPEUM. Dado que no se previó en la reforma salve-
dad alguna para los procesos electorales en marcha, el otorgamiento de la 
suspensión con efectos para estos procesos resolvió un problema de vigen-
cia de la norma, que podría violentar un principio fundamental de la de-
mocracia mexicana. Los recursos de reclamación 27/2023-CA, 28/2023-CA 
y 29/2023-CA, interpuestos en contra de la suspensión, fueron declarados 
sin materia, ya que en el momento de resolverlos el juicio principal había 
sido resuelto por el Pleno (Recursos de Reclamación 27/2023-CA, 28/2023-
CA y 29/2023-CA).

Es adecuado pensar que la prohibición de la suspensión en la AI no deba 
ser absoluta, sino que admita excepciones cuando se comprometa seriamente 
la protección de los derechos humanos. Sin embargo, me parece que, con ex-
cepción de este último caso, fue poco acertada la forma de proceder de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte al realizarlo. Cambiar un criterio de re-
levancia para el sistema de control de normas requería de un proceso mu-
cho más cuidadoso que el que se llevó a cabo, tanto en la formalidad de las 
normas procesales que regulan a la AI, como en el análisis y argumentación 
respecto a la materialidad y a los derechos humanos protegidos.

Me parece que la reforma que constitucionaliza la prohibición en la AI y 
en la CC de la suspensión con efectos generales se explica, en gran parte, 
por este comportamiento de la Segunda Sala de la SCJN. Brage (2000, p. 
171) advertía del riesgo de que se sustituyera el parámetro de control de la 
regularidad por los libres criterios del órgano de la constitucionalidad como 
parámetro subjetivo. Mientras que, en el caso de las AI del “Plan B”, exis-
tió una argumentación más sólida para exceptuar los procesos electorales 
en curso del Estado de México y Coahuila, en el caso de la Ley de Remune-
raciones, la argumentación fue insuficiente; además, la conformación de una 
integración ad hoc en la Segunda Sala para la resolución de los recursos 
de reclamación fue una verdadera falla procedimental.

Con la reforma constitucional del 15 de septiembre de 2024, la discusión 
sobre la posibilidad de decretar la suspensión como medida cautelar en la 
AI se zanjó al dejar firme la prohibición que tiene la SCJN para decretarla. 
Gran parte de la motivación de la reforma se encontró con la reacción en la 
actuación de un grupo de ministros integrantes de la Segunda Sala, que de-
cidió modificar sus criterios para otorgar la suspensión en AI en casos rele-
vantes de la política pública, sin ser evidente la pretendida excepcionalidad 
y contrario a la norma procesal.
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Pese a lo anterior, considero que la prohibición absoluta es excesiva 
y debería contemplar la posibilidad de dictarse sólo en casos excepcionales, 
a través de una decisión controlada por la supermayoría de seis ministros 
que se exige ahora. En la gran mayoría de los casos no sería procedente, 
pero en situaciones en las cuales efectivamente se encontrase justificada, 
valdría la pena tener la opción de ejercerla cuando el daño a los derechos 
humanos pudiera ser mayor que mantener su vigencia. Para realizar esto, 
evidentemente sería necesaria una reforma constitucional que contemplara 
dicha excepción. Mientras tanto, deberá respetarse la imposibilidad de de-
cretar la suspensión, por parte de la Suprema Corte en la AI, bajo el marco 
constitucional actual.

3. Amparo contra leyes

En el caso del ACL, ni la Ley de Amparo vigente de 2013 ni la ley anterior 
incluyeron una prohibición explícita para otorgar efectos generales a la sus-
pensión, en mucho debido a la trayectoria del amparo como medio que pro-
duce primordialmente efectos particulares en la sentencia. Se debe recordar 
que la suspensión de normas generales es una discusión que se ha dado prin-
cipalmente en los tribunales constitucionales y no en los sistemas de control 
difuso. Es hasta la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 14 de junio de 2024 a la Ley de Amparo que se estableció la prohibición 
explícita, al agregarse un último párrafo al artículo 148, que señala: “tra-
tándose de juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad de nor-
mas generales, en ningún caso las suspensiones que se dicten fijarán efectos 
generales”, después de varios casos en que jueces federales la otorgaron 
en contra de regulaciones relevantes para la agenda pública.

Hasta el año 2011 era necesaria, para la procedencia del ACL, la exposi-
ción de un agravio personal y directo. Al existir la AI como el medio abstrac-
to para el control de la constitucionalidad de normas generales con efectos 
generales, la protección del amparo estaba limitada a las personas que inter-
venían en el juicio. Si acaso la emisión de jurisprudencia mediante el siste-
ma de jurisprudencia formal por reiteración podía producir efectos generales 
en la sentencia. Lo que cambia esta situación es la aparición del interés legí-
timo en el ACL a través de la reforma de 2011. La legitimación se extiende 
no solamente para los sujetos que sufren una violación a su esfera jurídica 
directa, sino para aquellos que, por su especial posición frente al derecho, 
denuncien la constitucionalidad de una norma general. Aparece entonces 
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el cuestionamiento de si es posible que la suspensión en el ACL pudiera ex-
tenderse más allá del ámbito jurídico del quejoso (Vázquez Acuña, 2023, 
pp. 423-425).

Recientemente se presentaron algunos casos donde jueces de distrito 
dispusieron la suspensión con efectos generales a través del amparo para te-
mas como vacunación para menores de edad contra COVID-19, distribución 
de libros de texto gratuito y el que parece más relevante, la Ley de Industria 
Eléctrica. Estos amparos despertaron el interés de la discusión sobre el uso 
de la medida cautelar. Dado que no hay espacio para abundar sobre todos 
los casos, me concentraré en el de la Ley de Industria Eléctrica para ejempli-
ficar algunos de los problemas asociados al otorgamiento de la suspensión 
de normas generales con efectos generales mediante el ACL.

En el amparo indirecto 118/2021 y su acumulado 120/2021, el juez orde-
nó no sólo conceder la suspensión solicitada para los quejosos, sino expan-
dir los efectos generales para las demás empresas del sector. En su opinión, 
se justificaba esta situación debido a que

[...] de otorgar una medida cautelar con efectos particulares, es decir, sola-
mente para las quejosas, este Juzgado de Distrito no solo estaría otorgándole 
una ventaja competitiva frente a los demás participantes de la industria eléctrica 
sino que, además, podría ocasionar distorsiones en dicho mercado, afectando 
la competencia y el desarrollo del sector, que es precisamente uno de los efectos 
adversos que esta medida cautelar busca evitar.12

12   En su análisis de la apariencia del buen derecho, la resolución dice: “[p]or otro lado, se 
estima que las normas reclamadas también podrían producir daños inminentes e irreparables 
al medio ambiente, toda vez que fomentan la producción y el uso de energías convencionales 
y que desincentivan la producción de energías limpias. Además, si se tiene presente que la 
participación de empresas de fuentes renovables y limpias dentro del sector eléctrico abona al 
aumento de producción de energías limpias en el país y que esta circunstancia permite que el 
Estado Mexicano puede responder a los compromisos internacionales que ha asumido para el 
cuidado del medio ambiente y el combate al cambio climático, entonces, es posible adelantar 
que la normatividad impugnada también podría impedir que se cumplan estos compromisos. 
En efecto, el Estado Mexicano ha asumido diversos compromisos internacionales en materia 
de medio ambiente y emisión de gases y residuos contaminantes. En la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, el Estado Mexicano se comprometió a adop-
tar medidas de precaución para prever, prevenir o reducir al mínimo las causas del cambio 
climático y mitigar sus efectos adversos. De manera específica, en su artículo 4o, inciso c), 
se comprometió a promover y apoyar con su cooperación el desarrollo, aplicación, difusión, 
incluida la transferencia de tecnologías, prácticas y procesos que controlen, reduzcan o pre-
vengan las emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero, entre ellos la generación 
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La resolución tiene varios problemas. El primero de ellos es que el juez, 
de manera oficiosa, dictó la expansión de los efectos generales de la sus-
pensión a pesar de no ser planteado por los quejosos. En su estudio, dicha 
expansión la sustenta exclusivamente en criterios de competencia económi-
ca. Aunque en el análisis del buen derecho había incluido también derechos 
medioambientales, dicha argumentación quedó como obiter dicta y no for-
mó parte de la ratio decidendi. Esta situación es relevante porque, mientras 
el derecho al medio ambiente claramente entra dentro del ámbito de los dere-
chos humanos —y por lo tanto, su justificación se acercaría a la excepciona-
lidad en la medida cautelar—, el criterio de competencia económica no tiene 
esa calidad normativa y se limita a ser una regla del mercado.

De la misma manera que en otros casos que se han analizado dentro 
de la AI y en la CC, la decisión de otorgar la suspensión con efectos gene-
rales fue dirigida en contra de un tema relevante de la agenda legislativa 
de la administración federal, lo que incrementó la tensión en la labor de los 
juzgadores respecto de la objeción contra mayoritaria. En todos estos casos 
persiste la duda de si verdaderamente la excepción se encuentra respaldada 
por el parámetro de regularidad constitucional o si, más bien, parte de una 
apreciación subjetiva del juzgador debido a que la excepcionalidad en la me-
dida cautelar no es evidente.

de energía. En el Protocolo de Kyoto, el Estado Mexicano se comprometió a aplicar políticas 
y medidas con el objeto de reducir al mínimo los efectos adversos del cambio climático. De 
manera concreta, a no exceder sus emisiones antropógenas agregadas, expresadas en dióxido 
de carbono equivalente, de los gases de efecto invernadero, con miras a reducir el total de sus 
emisiones a un nivel inferior en no menos del 5 % al de mil novecientos noventa en el periodo 
de compromiso. De igual forma, en el Acuerdo de París, el Estado Mexicano asumió el deber 
de hacer frente al cambio climático por medio de la reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero. Se comprometió, entre otras cuestiones, a reducir el 22% de dichos gases y el 
51 % de carbón negro, así como a generar el 35 % de energías limpias para el dos mil veinti-
cuatro y 43 % para el dos mil treinta. Más recientemente, el Senado de la República ratificó 
el Acuerdo General sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso a la 
justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe, hecho en Escazú, Costa Rica, 
el cual incorpora diversas directrices tendientes a que los Estados Parte impulsen y promue-
van el uso sostenible de los recursos naturales, la conservación de la diversidad biológica, la 
lucha contra la degradación de las tierras y el cambio climático, además del aumento de la 
resiliencia en caso de desastre. De este modo, si las normas reclamadas fomentan la operación 
de centrales convencionales y desplazan a las fuentes de energías limpias, es posible concluir, 
preliminarmente, que la ejecución de dichas disposiciones podría llegar a afectar el medio 
ambiente y el cumplimiento de los compromisos internacionales mencionados” (Incidente de 
suspensión 118/2021, p. 28). 
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En el caso del ACL nos enfrentamos, además, a un problema de compe-
tencias que no existe ni en la controversia ni en la AI. Mientras que la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación tiene un ámbito de competencia territorial 
nacional, los jueces de distrito se encuentran delimitados en su competencia 
a materias y a una geografía más reducida. En ese sentido, ¿puede un juez 
de distrito decretar la suspensión de una norma a nivel nacional? Me parece 
que una respuesta afirmativa obligaría a que la urgencia del peligro a la de-
mora por la gravedad de la violación debería ser verdaderamente inaudita, 
lo que no acontece en los casos mencionados.

La posibilidad de emitir suspensiones con efectos generales por jueces 
de distrito y tribunales colegiados de circuito nos enfrenta a otros proble-
mas como la vulneración del principio de publicidad, lo que obligaría a que 
la suspensión fuera publicitada por los mismos medios a través de los cua-
les se hace la publicación oficial de la norma general, ya sea la publicación 
oficial estatal o el Diario Oficial de la Federación. De lo contrario, nos en-
frentamos a problemas tales como la incapacidad de la población en general 
de conocer sobre la suspensión de una norma.

Considero que el problema mayor de una suspensión mal decreta-
da por un juez de distrito es que generaría una desprotección mayor a los 
derechos humanos y al Estado constitucional. El análisis de la apariencia 
del buen derecho que realiza el juez de distrito para otorgar la suspensión 
se limita a realizar un estudio periférico de las circunstancias y condiciones 
del caso, por lo cual es insuficiente como para extenderse más allá de la pro-
tección de los quejosos.13 Esto abriría la posibilidad a que, de forma induc-
tiva, se considere que existe una mayor protección al otorgar la suspensión 
y basarse sólo en el análisis periférico del caso en concreto, y no en todas 
las posibles interpretaciones de la norma general. Esto podría tener efectos 
perniciosos en la resolución l, si el juzgador considerara que la norma final-
mente sí cumple con el parámetro de regularidad constitucional.

A diferencia de los casos de la CC y de la AI, en donde estoy a favor 
de la existencia de la aplicación excepcional de la suspensión de normas ge-
nerales con efectos generales, en el caso del ACL considero que no es adecua-

13   “Las operaciones a través de las cuales se otorga o niega la suspensión incluyen lo que 
se ha llamado apariencia del buen derecho, definido por la jurisprudencia como ‘un examen 
particular a partir de la afectación a los derechos fundamentales cuya violación se hace valer 
y de acuerdo con las circunstancias particulares del asunto y, en función del resultado del ejer-
cicio de ponderación con el orden público y el interés social, decidir si procede concederla” 
(Tesis: PR.A.C.CN. J/2 K (11a.), s. f.).
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do otorgar esta facultad a jueces de distrito y tribunales colegiados de circuito. 
Me parece que el grado de excepcionalidad escapa de las manos de ese ni-
vel de la judicatura y creo que, para el ACL, sólo en aquellos casos que la 
SCJN hubiese atraído podría considerarse excepcionalmente, bajo los mis-
mos parámetros de excepcionalidad que en otros medios de control de la 
constitucionalidad.

IV. Conclusiones y una propuesta de solución para el futuro

La reforma constitucional que prohíbe la suspensión con efectos generales 
de normas generales es congruente con el acuerdo político histórico respecto 
del medio de control de constitucionalidad de leyes en el país. La reforma 
en este apartado busca poner límites a un comportamiento reciente de algu-
nos ministros de la extinta Segunda Sala y de algunas jurisdicciones federa-
les, que se caracterizó por expandir sus posibilidades de control de la acción 
de los poderes políticos más allá de los límites institucionales formales en ca-
sos en donde no es clara su excepcionalidad. En este sentido, la reacción 
reformadora de las mayorías era de esperarse, si se tiene en cuenta que en 
todos los casos en los que se ordenó la suspensión con efectos generales 
como medida cautelar, se trataba de temas relevantes de la agenda legislati-
va del gobierno federal.

Sin embargo, a nivel procesal queda la impresión de que la reforma 
se aleja de la trayectoria reformista que se había seguido en la provisión 
de mejores medios de control de la constitucionalidad en relación con las 
mejores prácticas observadas en el mundo. Más allá de la coyuntura políti-
ca actual, la pregunta que nos queda pendiente es: ¿cómo podemos promo-
ver que los medios de control de la constitucionalidad sean acordes con los 
más altos estándares de protección de los derechos humanos? La mejor res-
puesta debe darse desde las propias condiciones de cada medio procesal, 
al considerar que lo excepcional de la figura no podría pensarse más que para 
el control de constitucionalidad concentrado que ejerce la SCJN.

Respecto del ACL, la facultad de otorgar la suspensión con efectos ge-
nerales no debería otorgarse ni a los jueces de distrito en los amparos in-
directos, ni tampoco a los tribunales colegiados de circuito en los recursos 
de revisión. La sola idea de efectos generales de una medida cautelar exce-
de la jurisdicción territorial y material de ambos órganos jurisdiccionales y, 
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por lo tanto, su capacidad de emisión de una medida cautelar de semejante 
dimensión. Así, la única opción viable sería que la SCJN, mediante el uso 
de la figura de la facultad de atracción, contemplada en el artículo 107, frac-
ción VIII de la Constitución, pudiera decretar la suspensión.

Sobre la AI y de la CC, considero que la experiencia comparada nos da 
alguna orientación respecto a la forma en la cual puede funcionar de manera 
excepcional la suspensión de normas generales como medida cautelar para 
proteger los derechos humanos. A la redacción de la prohibición como regla 
general, debería sumarse la posibilidad de decretarla de forma excepcional 
con rigurosos requisitos procesales. ¿Cuáles podrían ser estos? Que la com-
petencia estuviera limitada a la Suprema Corte; que sólo pueda ser decreta-
da o controlada por una mayoría del Pleno a través de un incidente especial, 
cumpliendo con los requisitos de urgencia, perjuicio grave; que se pondere 
que ninguna otra medida cautelar pudiera evitar el peligro en la demora y el 
interés público.

Con la reforma constitucional del 15 de septiembre de 2024 se evita 
el uso extendido y descuidado de la figura que existió en los años recientes 
por una parte del Poder Judicial de la Federación. Pero en el futuro, se debe-
rá incluir la excepción por el peligro en la demora que se pudiera provocar 
a la protección de los derechos humanos para permitirla en casos de verda-
dera necesidad y garantizar la protección más amplia de los derechos hu-
manos de las personas. Al incorporar la excepción, existe el riesgo de que 
pueda utilizarse de forma subjetiva y no a través de la aplicación del pará-
metro de control de la regularidad constitucional, por lo que para controlar 
los efectos negativos habría que establecer criterios claros y un procedimien-
to estricto.

Hoy, la prohibición que se ha establecido a nivel constitucional deberá 
ser respetada por los órganos jurisdiccionales evitando nuevos escenarios 
de conflicto entre poderes. Aunque una nueva reforma que regule la excep-
ción a la prohibición no se aprecie en el panorama, es importante mantener 
presente la posibilidad de hacerlo como manera de enriquecer la protección 
constitucional en el país en el futuro próximo. Por supuesto, para que esto 
suceda, tendría que ser mediante una nueva reforma constitucional.
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